
En la ciudad de Pergamino, el 19 de junio de 2013, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Pergamino, para dictar sentencia en los autos N° 1030 caratulados "RODRIGUEZ, Rodrigo Martín c/BRAENDT, Alberto Enrique y otros s/Daños y Perj. Autom. c/Les. o Muerte (Exc.Estado)(99)", Expte. Nº 47.428 y en su acumulada Nº 1448 "GUTIERREZ, Marcos M. c/BRAENDT, Alberto Enrique y otro s/Daños y Perj. Autom. c/Les. o Muerte (99)", Expte. Nº 47.432 del Juzgado en lo Civil y Comercial nº 1, se practicó el sorteo de ley que determinó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: Dres. Hugo Alberto LEVATO y Graciela SCARAFFIA, obrando excusación del Dr. Roberto Manuel DEGLEUE a fs. 433, y estudiados los autos se resolvió plantear y votar las siguientes: 

C U E S T I O N E S: 

I) ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?. 

II) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?. 

A la PRIMERA CUESTION el Señor Juez, Dr. Hugo Alberto LEVATO dijo: 

El Señor Juez de la anterior instancia dictó sentencia única en ambos expedientes haciendo lugar a la demanda instaurada por Rodrigo Martín Rodríguez y Marcos Maximiliano Gutiérrez, condenando en consecuencia a Cristian Ricardo Pololla y a Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A. a abonar al primero de los actores la suma de pesos cuarenta y cuatro mil ($44.000) y al segundo la de pesos tres mil quinientos cincuenta ($ 3.550), ambos montos con más sus intereses, aplicando las costas a los perdidosos, difiriendo la regulación de honorarios hasta que obre firme liquidación de intereses y gastos. Asimismo, rechazó la demanda contra Alberto Enrique Braendt y la citada en garantía a su respecto La Segunda Cooperativa Limitada de Seguros Generales, aplicando las costas a los accionantes vencidos y regulando honorarios a los letrados intervinientes, limitando el derecho del Dr. Gustavo O. Jure a reclamar y ejecutar honorarios contra sus propios clientes. 

Expte.nº 47.428 (Principal): Apela el actor y el apoderado de la aseguradora Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A., quienes expresaron sus agravios por medio de los escritos que obran a fs. 440/2 bis y 443/8 bis vta. 

Se agravia el actor de los escasos montos de condena que se le otorgaran -sensiblemente inferiores a los requeridos y debidamente demostrados en la etapa procesal oportuna, según asegura- y del rechazo de la demanda contra Alberto Braendt y su citada en garantía, con la consiguiente condena en costas a su parte. 

Sostiene que tuvo mérito y motivo suficiente para demandar al codemandado Braendt ".quedando en manos de la justicia la correcta determinación de sus responsables, sin importar ello una aventura jurídica que obligue a imponer una condena en costas al suscripto, y obliga a echar por tierra el principio de la integración e indemnización integral a la víctima.". Que si bien el a-quo, en sus considerandos observa que el Señor Cristian Ricardo Pololla es el único culpable del accidente y responsable directo de los daños y perjuicios ocasionados a la actora por aplicación de los arts. 902, 1077 y 1109 del Código Civil, no es menos cierto que el Señor Braendt también estuvo implicado en el accidente y que si bien en sede penal ha sido absuelto, ello no es óbice para una condena en sede civil. 

Se queja asimismo de los montos otorgados en sentencia por los distintos rubros que peticionara, entre ellos la incapacidad parcial permanente, ya que habiéndose determinado en la pericia médica que se le realizara, un porcentaje del 7% de incapacidad, considera injusta e insignificante la suma de $ 27.000 en relación a este rubro.En relación a los gastos por medicamentos afirma que con el monto otorgado ".sabemos bien que en la actualidad.es imposible adquirir medicamento alguno.". 

Aduce que la indemnización de $ 15.000 concedida por el rubro daño moral, en el estado actual de nuestra economía y en relación a las circunstancias personales del actor, no se compadece con la angustia por él sufrida. Cita antecedentes jurisprudenciales en apoyo de su postura y solicita se haga lugar al recurso interpuesto. 

A su turno, el apoderado de la citada en garantía Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A. se agravia por cuanto el juzgador primero, no hace lugar a la excepción de falta de legitimación pasiva para obrar articulada por su parte, por la carencia de licencia habilitante para conducir automotores por parte del codemandado Cristian Ricardo Pololla. Cita antecedentes que considera de aplicación por cuanto quedó probado por reconocimiento expreso del asegurado que dicha licencia se hallaba vencida por no renovación, y por carta documento que su parte procedió a rechazar el siniestro dentro del plazo legal con fundamento en distintos anexos de la póliza de seguros que transcribe. 

Afirma que el fallo anterior viola el principio de congruencia, pronunciándose sobre cuestiones no planteadas, como la aplicación del art. 37 de la Ley 24.240 de Protección al Consumidor ".para declarar la invalidez de la cláusula del contrato de seguro que excluye la cobertura para supuestos de accidentes en que el conductor del rodado asegurado carece de licencia habilitante.". Considera ello una decisión oficiosa de a-quo que infringe el principio de congruencia, y resultando claro que la materia discutida en autos no es de orden público, ni está en juego el mismo, el juez no puede sustituir la actividad de las partes, ayudando a una en perjuicio de la otra. 

Dice que el juzgador anterior ".aplicó al contrato de seguros una ley inaplicable al mismo. El a-quo aplica el art.37 de la Ley 24.240 para declarar inválida la cláusula que excluye la cobertura a supuestos como el de autos." y cita antecedentes doctrinarios en apoyo de su postura. 

Transcribe finalmente doctrina legal de la SCBA de la cual considera, se aparta el juez primero al rechazar la defensa de ausencia de cobertura por falta de licencia de conducir del rodado al momento del evento dañoso. 

Solicita se revoque la sentencia apelada en lo que es materia de agravios y se rechace la acción contra su mandante, con costas. 

Conferidos los traslados pertinentes, fueron evacuados por la parte actora y la citada en garantía apelante, quedando incontestados los conferidos a los demandados y la restante aseguradora, a quiene se les dio por perdido el derecho dejado de usar, según constancias de fs. 456. 

Expte. nº 47.432 (Acumulado): Apela el apoderado de la citada en garantía Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A. a fs. 414 de la causa principal, quien expresa sus agravios a fs. 345/51 vta. de la presente en idénticos términos en que lo hiciera en el expediente nº 47.428, y a los cuales me remito por razones de economía procesal (art. 34 inc. 5º ap.e) del CPCC). Conferido el traslado pertinente, el mismo es evacuado por la parte actora, quedando incontestado por los demandados y la aseguradora La Segunda Cooperativa Limitada de Seguros Generales. 

He de comenzar por el tratamiento de los recursos introducidos en el expediente principal n° 1030 (numeración de Alzada), y en particular por el correspondiente al actor Rodrigo Martín Rodríguez. 

Respecto a la queja relativa a la imposición de costas a su parte por la demanda dirigida contra el codemandado Alberto Braendt -y su aseguradora- que fuera rechazada, interpreto que le asiste razón. 

Es criterio emanado de esta Alzada, coincidente con el del Superior Tribunal Provincial y de distintas Cámaras de Apelación también de esta Provincia, que la vìctima de un hecho ilìcito no tiene porquè investigar la mecánica accidentológica pudiendo demandar a todos los intervinientes en el hecho dañoso, y una vez determinada la responsabilidad, si la demanda prospera contra uno o alguno de los codemandados y no contra todos, ello no coloca al actor en situación de vencido por lo que no debe imponérsele el pago de las costas, las que en su totalidad deben ser soportadas por los vencidos, aún las correspondientes a la intervención de los codemandados. Así, se dijo desde aquí verbigracia: ".Sí en cambio, he de postular que se siga al quejoso en tanto persigue se modifique la condena en costas a su parte impuesta en relación a la demanda dirigida a los codemandados . Es que, el actor que reclamara resarcimiento por la muerte de su hija menor, ocurrida a raíz de las lesiones experimentadas que fueron consecuencia del encontronazo de los automotores en el accidente de marras, al promover la acción contra todos los partícipes y los titulares registrales, no obró incausada o injustificadamente, dado que lo dispuesto por los artículos 1109 y 1113 del Código Civil -y doctrina que de los mismos emana- lo autorizaban.Más aún, las particularidades del luctuoso hecho imponían demandar a todos los agentes en busca de obtener un reconocimiento de su derecho y la reparación integral a lograrse luego de esclarecer definitivamente la mecánica accidentológica, desentrañándose el único y verdadero culpable y los últimos responsables, recién tras la tramitación definitiva de los expedientes. Tenía motivos fundados para accionar de ese modo, coexistiendo apriorísticamente -como se viera- indicios de culpabilidad contrapuestos.- 

Estimo por ello, mediando además de quienes resultaran a la postre condenados, resistencia a asumir su responsabilidad endilgándola al otro conductor, que corresponde imponer la totalidad de las costas del juicio promovido por el padre de la víctima, a los codemandados vencidos inclusive las generadas por la intervención de los codemandados que resultaron victoriosos -arts. 901, 904 y 906 C.C.; 68 C.P.C.- (cfr. Matilde Zavala de González, ob. cit. Pgs. 425/31). 

Tal tesitura ha sido receptada en forma abrumadoramente mayoritaria por la jurisprudencia provincial, bastando citar a modo de ejemplo, las siguientes: "Cuando del juicio resulta que uno de los partícipes en el accidente no fue responsable por el hecho dañoso, p ero tuvo parte en él, la víctima que como tal fue ajena en cuanto a culpa en este suceso, no debe soportar las costas del rechazo de la demanda deducida contra ese partícipe, ya que al promoverla no podía saber quien sería declarado responsable y ello en verdad sólo se sabría con certeza luego de pronunciarse la sentencia. Esto lleva a su vez a que el codemandado, finalmente exento de responsabilidad, tampoco deba responder por las costas relacionadas con su intervención, a la postre exitosa, y la conclusión ha de ser, entonces, que quien debe pagar las costas es el declarado responsable, lo cual resulta de toda justicia, pues es, según ello, quien dio motivo para promover la acción y a la citación de los demás, no siendo éstos vencidos frente a nadie (art.68 C.P.C.C.), lo que indica también la imposibilidad de hacerle soportar las costas al codemandado ganador, aunque más no sea las causadas por su propia defensa.", CC0203 LP, 92383, RSD-26-00, S, 29-2-2000, Juez FIORI (SD), Sum. B352985; B2350549 "La víctima puede accionar, sin mayor riesgo de imposición de costas, contra todos los que han intervenido en la producción del daño. Por lo tanto la dilucidación del grado de responsabilidad que a cada sujeto le puede corresponder frente al damnificado, o la posible eximición de alguno de ellos, será materia del decisorio final. Cualquiera sea el obligado a resarcir y la medida en que lo deba hacer, la víctima (actor) no debe correr con las costas que puedan derivar de una acción promovida contra un sujeto que participó materialmente en la producción del daño y que luego logra eximirse totalmente de responsabilidad, acreditando el hecho o la culpa, de un tercero extraño. El pago de dichas costas deberá ser afrontado por quien deba indemnizar el perjuicio. Y la actitud de la víctima de demandar a quien res ipsa loquitur, lo ha dañado, es irreprochable.-CC0002 MO, 33107, RSD-105-95, S, 11-4-1995, Juez CONDE (SD) CARATULA: MONDELLA DE MONDELLA MARIA c/ GAINZA MARCELO F. Y OTROS s/ DAÑOS Y PERJUICIOS, Sum. B2350549-." -Cfr. C.A.P., causa C-5279/04 y su acumulada C-5279bis/04, sentencia del 30-09-2005; en igual sentido, exptes. C-105; C-881/92; SCBA, Ac. 34.408; 58853, C-101176, entre otros, Sum. B8661, JUBA-. 

Consecuentemente, ratifico el criterio precedente y propongo que se modifique la carga de las costas establecida por el a quo, imponiéndose las mismas en su totalidad al codemandado Cristian Ricardo Pollola, y, restando resolver la apelación interpuesta por la Compañía de Seguros La Mercantil Andina, su situación será considerada entonces, ya que el resultado de la misma posee incidencia sobre el aspecto aquí tratado.En atención a la modificación propuesta sobre la carga de las costas, debe dejarse sin efecto la regulación de honorarios ensayada por el a quo habida cuenta que corresponde efectuarse una única regulación sobre el verdadero valor del litigio -monto de sentencia más intereses y gastos-, una vez que obre en autos liquidación firme, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 21 y 51 de la ley 8904. 

Pasando ahora a evaluar la queja relativa al "quantum" indemnizatorio, en donde se solicita se aumenten los importes otorgados por los rubros incapacidad parcial y permanente, daño moral y gastos de curación y menores, interpreto que en atención al tipo de lesión sufrida por el actor -fractura de tobillo izquierdo- y a las precisiones surgentes del informe pericial presentado por la perito forense departamental Dra. Marcela Polizzi a fs. 283/5, el juzgador anterior ha obrado ajustado a las constancias de la causa concediendo una indemnización de $ 27.000 por el concepto incapacidad parcial y permanente, meritando el porcentual de afectación laborativa estimado por la experta ( 7 %), la edad de la víctima y la falta de acreditación de desempeño laboral, guardando dicho importe relación con los guarismos acordados en este Departamento Judicial en situaciones similares. Los términos del memorial no han logrado afeblecer lo decidido en el estrado primero -artículos 901/6, 1068, 1069, 1083, 1086 C.C., 375, 474, 163 inc. 5), 165 C.P.C.-. 

En cambio, en mi opinión, debe elevarse el monto concedido por el "item" daño moral de $ 15.000 a $ 23.000, suma que reputo como más justa y equitativa en razón de los dolores, angustias y padecimientos de índole espiritual derivados de haber tenido que someterse a intervención quirúrgica, denotando aún después de siete años del suceso secuelas constatadas por la médica oficial e informadas, tales como "alteraciones en los arcos de movimiento, y dolor al caminar. Se encuentra alterada la funcionalidad global del tobillo"- ver fs.283 vta./284-. Es decir la persistencia de dolores y afectación de movimientos de tobillo y pie izquierdo durante tan alongado período, conjugada con la edad de la víctima a la fecha del hecho -25 años-, autorizan aumentar la indemnización en la forma expresada -artículos 901/6, 1078, 1083 C.C.; 375, 474, 163 inc. 5), 165 C.P.C.-. Igualmente es dable aumentar el monto correspondiente a gastos de curación y menores, a la suma pedida en demanda de $ 5.000 que se exhibe como más adecuada -el juzgador fijó $ 2.000- en atención a que debió atenderse en una clínica privada, continuando con distintos tratamientos kinesiológicos y con calmantes a través del tiempo -ver fs. 8/22, 228/36-. 

Recurso de la aseguradora citada en garantía: Sabido es que resulta imperativa para los jueces de las distintas instancias ordinarias la doctrina legal de la Suprema Corte de Justicia, habiendo señalado dicho Tribunal que "El acatamiento que los tribunales hacen a la doctrina legal de esta Corte responde al objetivo del recurso extraordinario de inaplicabidad de ley, esto es procurar y mantener la unidad en la jurisprudencia, y este propósito se frustaría si los tribunales de grado, apartándose del criterio de la Corte, insistieran en propugnar soluciones que irremisiblemente habrían de ser casadas. Ello no significa propiciar un ciego seguimiento a los pronunciamientos de esta Corte, ni un menoscabo del deber de los jueces de fallar según su ciencia y conciencia, pues les basta -llegado el caso- dejar a salvo sus opiniones personales " (cfr. SCBA, Ac.42965, S 27-11-90 Ac. 48428 S 17-2-98, entre otros, JUBA Sum B 21335, CAP, Causa Nº 6554/08 RSD Nº 19/09 del 9/3/09), Causa 551/10). 

En su consecuencia, corresponde seguir en el particular el criterio del Superior Tribunal Provincial -aplicable al que nos ocupa- adoptado en reiterados pronunciamientos, con fundamentos que agotan el tema a decidir aquí. Al respecto ha expresado:"Si la póliza en virtud de la cual se aseguró un rodado incluye en su redacción una cláusula por la cual no corresponde indemnizar siniestros producidos o sufridos por el vehículo mientras fuere conducido por personas que no estuvieran habilitadas para su manejo, la entidad aseguradora puede válidamente oponerse al pago de las indemnizaciones reclamadas por la víctima de un accidente si ha quedado comprobado que el conductor del rodado carecía de carnet habilitante." -Cfr. SCBA, Ac 37901 S 3-11-1987, Ac 40684 S 2-5-1989,, Ac 42988 S 15-5-1990, Ac 47567 S 4-5-1993, Ac 54143 S 13-9-1994,, Ac 59898 S 12-8-1997, AC 69824 S 27-12-2001, Ac 83726 S 5-5-2004, Ac 93787 S 7-2-2007, JUBA B10391; Ac 85459 S 9-6-2004,C 102392 S 11-8-2010, JUBA B27404-. "Al tercero damnificado le son oponibles todas las cláusulas, aun aquéllas que restrinjan o eliminen la garantía de indemnidad, sin distinguir en la naturaleza que éstas pudieran tener. Ello es así porque al prescribir el art. 118 de la ley 17.418 que "la sentencia que se dicte hará cosa juzgada respecto del asegurado y será ejecutable contra él en la medida del seguro" quiere significar que el tercero está subordinado, le son oponibles, lo afectan o se encuentra enmarcado por determinadas estipulaciones contractuales, aún cuando haya sido ajeno a la celebración del pacto." -Cfr. SCBA, Ac 40684 S 2-5-1989, Ac 42988 S 15-5-1990 Ac 63553 S 29-10-1996, AC 65395 S 24-3-1998, Ac 83726 S 5-5-2004, SCBA, C 94988 S 23-4-2008, C 104106 S 3-11-2010, C 98401 S 22-6-2011, , C 102992 S 17-8-2011, C 105026 S 21-9-2011, C 205026 S 21-9-2011,JUBA B14053-. "Conducir con carnet habilitante vencido es lo mismo que conducir sin él." -Cfr. SCBA, Ac 42988 S 15-5-1990 JUBA B20112 -. Precisándose en la Causa Ac. 93987, que:". i] Sabido es que las exclusiones de cobertura, ya sean de fuente normativa o convencional, se caracterizan por describir las hipótesis o circunstancias en las que el siniestro no se encuentra cubierto por la aseguradora (conf. Stiglitz, Rubén S., "Derecho de Seguros", tomo I, p. 179, Abeledo Perrot, segunda edición actualizada). 

ii] En circunstancias como la de autos la cláusula de exclusión de cobertura evidencia que el hecho que autoriza al asegurador a negar la indemnización de los daños irrogados por el accidente radica en que la unidad asegurada, al momento del siniestro, sea conducida por una persona no habilitada para el manejo de la categoría de que se trate por autoridad competente. Así lo ha entendido esta Suprema Corte en supuestos análogos al presente, privando de relevancia a la obtención por parte del conductor de una licencia o registro con posterioridad al accidente como así también a la aptitud que pueda aquél tener para dominar un vehículo de tal tipo (cf. Ac. 85.459 ya cit.). 

Es éste, por otra parte, el criterio seguido por la Corte Suprema de la Nación, (in re "Ruiz, Enriquez O. c/Grossi, Norberto y ot.", sentencia de 24X1987, causa R.323.XXI, "Fallos", 310:1902) al juzgar improcedente la extensión a la aseguradora de la condena de resarcimiento por un accidente de tránsito, cuando de conformidad al contrato, aquélla no indemnizaría los siniestros producidos por el vehículo si éste era conducido por persona no habilitada para el manejo de esa categoría de automotores por autoridad competente, conclusión que, a juicio del Alto Tribunal, no se ve alterada en razón de la aptitud qu e pueda tener el conductor para dominar un vehículo del tipo del que protagonizara el siniestro, pues éste no ha sido el hecho al que las partes asignaron la consecuencia de eximir la responsabilidad.". Ello sin perjuicio de dejar sentada mi opinión personal atingente a que la obligación impuesta por el estado de contar con seguro de responsabilidad civil frente a terceros, como exigencia para transitar, se corresponde con la intención de salvaguardar el interés social comprometido, pretendiendo brindar a las víctimas de un accidente de tránsito, un responsable desde el punto de vista económico que deba afrontar el pago de los daños y perjuicios experimentados -cfr. CC0203 LP, S. 12-4-06, Sum. B 354220, JUBA-. 

Y bien, en autos se encuentra acreditado (artículo 375 C.P.C) -tal como lo apuntara la aseguradora en el memorial de agravios- que su asegurado, el codemandado Cristian Ricardo Pololla, al momento del accidente aquí ventilado, no se hallaba habilitado para conducir en virtud de encontrarse vencida la licencia correspondiente como lo reconociera al contestar la demanda -ver fs. 114/15- y al absolver posiciones -ver actas de fs. 319 y 321- informando que lo renovó dos días después; que la empresa, dentro del término legal rechazó el siniestro por cartas documentos, confundamento en el Anexo N°1, Anexo N°2, cláusula 23 inciso 8 de las Condiciones Generales de la Póliza y Anexo 77 -ver. fs.91/2, 342/4, 378/81 de éste y 66, 286/90 y 299/302 del acumulado-; que se hubo convenido contractualmente que el asgurador no indemnizaría siniestros "mientras el rodado sea conducido por personas que no estén habilitadas para el manejo de esa categoría de vehículo por autoridad competente", en los anexos y cláusulas que acabo de mencionar. 

Así, de conformidad al contenido de la póliza y lo dispuesto por los artículos 118 de la ley 17.418, 1197 y1198 C.C., ha sido válida la oposición de la entidad aseguradora a abonar las indemnizaciones reclamadas por la víctima, y mal rechazada la defensa de falta de cobertura opuesta por Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A., decisión que debe ser revocada acogiéndose la misma. 

En el expediente acumulado N° 1448 (numeración de Alzada), como se viera en la reseña antes efectuada, únicamente se agravió la Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A., del rechazo de la defensa oportunamente introducida por dicha parte, en idéntica forma a la expuesta en el principal. 

Tratándose la que nos convoca de una sentencia única, a efectos de no incurrir en reiteraciones innecesarias, para fundar mi voto doy por reproducidos todos y cada uno de los términos que acabo de volcar al proceder al tratamiento de la apelación interpuesta por la entidad aseguradora en el principal, propiciando por ende, la revocación de lo decidido en el primer estrado y el acogimiento de la defensa de exclusión de cobertura -artículos 34 inciso 5) e), 163 inc. 5), 164, 266 C.P.C.-. 

Por las razones dadas, citas legales de referencia y con el alcance indicado, 

VOTO POR LA NEGATIVA. 

A la misma cuestión la Sra. Jueza Graciela SCARAFFIA por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.- 

A la SEGUNDA CUESTION el señor Juez Hugo Alberto LEVATO dijo: De conformidad al resultado habido al tratarse la cuestión precedente, estimo que el pronunciamiento que corresponde dictar es:1°) Acoger parcialmente el recurso interpuesto en la causa principal N° 1030 (numeración de Alzada) por el actor Rodrigo Martín Rodríguez y, en su mérito, modificar la carga de la costas establecida en primera instancia respecto a la acción en tanto dirigida contra Alberto Enrique Braendt y "La Segunda Cooperativa de Seguros Generales", las que se imponen al codemandado Cristian Ricardo Pololla, dejándose sin efecto la regulación de honorarios ensayada en primera instancia, difiriéndose la misma para el momento en que obre en autos liquidación firme -artículo 51 ley 8904-. Asimismo modificar el monto de condena, el que se eleva a la suma de pesos cincuenta y cinco mil ( $ 55.000), a la que se han de adunar los intereses en la forma dispuesta en el estrado anterior. Con costas de Alzada al codemandado Pololla -artículo 68 C.P.C.-

2°) Hacer lugar al recurso deducido por la aseguradora Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A. en la causa principal, y en su mérito, revocar el fallo en tanto desestima la excepción de falta de cobertura opuesta por la misma, acogiéndola y eximiéndola del pago de las sumas reclamadas por la víctima. Con costas de ambas instancias al asegurado Cristian Pololla -artículo 68 C.P.C.- 

3°) Haciendo lugar a la apelación introducida en la causa acumulada N° 1448 (numeración de Alzada) por "Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A.", revocando el pronunciamiento anterior que desestima la excepción de falta de cobertura, acogiéndola y eximiéndola del pago de las sumas reclamadas por la víctima. Con costas de ambas instancias al asegurado Cristian Pololla -artículo 68 C.P.C-. 

ASI LO VOTO. 

A la misma cuestión la Sra.Jueza Graciela SCARAFFIA por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.- 

Con lo que terminó el presente Acuerdo, dictándose la siguiente; 

S E N T E N C I A: 

1°) Acoger parcialmente el recurso interpuesto en la causa principal N° 1030 (numeración de Alzada) por el actor Rodrigo Martín Rodríguez y, en su mérito, modificar la carga de la costas establecida en primera instancia respecto a la acción en tanto dirigida contra Alberto Enrique Braendt y "La Segunda Cooperativa de Seguros Generales", las que se imponen al codemandado Cristian Ricardo Pololla, dejándose sin efecto la regulación de honorarios ensayada en primera instancia, difiriéndose la misma para el momento en que obre en autos liquidación firme -artículo 51 ley 8904-. Asimismo modificar el monto de condena, el que se eleva a la suma de pesos cincuenta y cinco mil ( $ 55.000), a la que se han de adunar los intereses en la forma dispuesta en el estrado anterior. Con costas de Alzada al codemandado Pololla -artículo 68 C.P.C.- 

2°) Hacer lugar al recurso deducido por la aseguradora Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A. en la causa principal, y en su mérito, revocar el fallo en tanto desestima la excepción de falta de cobertura opuesta por la misma, acogiéndola y eximiéndola del pago de las sumas reclamadas por la víctima. Con costas de ambas instancias al asegurado Cristian Pololla -artículo 68 C.P.C.- 

3°) Haciendo lugar a la apelación introducida en la causa acumulada N° 1448 (numeración de Alzada) por "Compañía de Seguros La Mercantil Andina S.A.", revocando el pronunciamiento anterior que desestima la excepción de falta de cobertura, acogiéndola y eximiéndola del pago de las sumas reclamadas por la víctima. Con costas de ambas instancias al asegurado Cristian Pololla -artículo 68 C.P.C-. 

Glósese copia de la presente en su acumulada Nº 1448 "GUTIERREZ, Marcos M. c/BRAENDT, Alberto Enrique y otro s/Daños y Perj. Autom. c/Les. o Muerte (99)", Expte. Nº 47.432 del Juzgado en lo Civil y Comercial nº 1 departamental.- 

Regístrese. Notífiquese. Devuélvase. 

Hugo Alberto LEVATO 

Juez 

Graciela SCARAFFIA 

Jueza 

Ana María ALBORNOZ 

Secretaria
